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TRIBUNAL DE ÉTICA GUBERNAMENTAL: San Salvador, a las ocho horas con cinco 

minutos del día veintitrés de noviembre de dos mil veintP. 

Por resolución de f. 1 O se requirió a la señora que, en el 

plazo de diez días hábiles contados a partir del siguiente al de la comunicación respectiva, 

indicara las siguientes circunstancias: i) el cargo y la unidad en que se desempeñan o 

desempeñaban los señores ., ., 

señor 

señora 

contratación de la señora 

dentro del Ministerio de Gobernación; ii) si el 

intervino en la contratación o nombramiento de la 

:; asimismo, si el señor participó en la 

:; iii) la fecha o época en que habría 

sucedido los hechos objeto de denuncia, específicamente los referente a casos de "nepotismo". 

Dicha resolución fue notificada a la denunciante en legal fonna en la dirección de correo 

electrónico proporcionada como medio técnico para recibir notificaciones, según consta en acta 

de f. 14, suscrita por el notificador de este Tribunal. 

Antes de emitir el pronunciamiento de fondo, este Tribunal hace las siguientes 

consideraciones: 

l. El art. 80 inciso 4° del Reglamento de la Ley de Ética Gubernamental establece que, si

el denunciante no cumple en tiempo y forma con la prevención efectuada, el Tribunal declarará

inadmisible la denuncia. 

Así también, el artículo 72 de la Ley de Procedimientos Administrativos establece que de 

no subsanarse por el interesado la actuación requerida en el plazo de diez días, se archivará su 

escrito sin más trámite y quedará a salvo su derecho de presentar nueva petición. 

En ese orden de ideas, al haber transcurrido el plazo otorgado a la interesada sin que 

subsanara el requerimiento aludido, la denuncia deberá rechazarse respecto a esos hechos, por 

� no cumplir con todos los requisitos formales para su admisibilidad. 

11. El artículo 81 letra b) del Reglamento de la Ley de Ética Gubernamental -RLEG­

establece como causal de improcedencia de la denuncia o aviso que el hecho denunciado "no

constituya transgresión a las prohibiciones o deberes éticos" regulados en los arts. 5, 6 y 7 de 

la Ley de Ética Gubernamental -LEO-. 

Ciertamente, toda conducta u omisión constitutiva de infracción administrativa debe estar 

descrita con claridad en una norma, por ende, la facultad sancionadora de esta institución se 

restringe únicamente a los hechos contrarios a los deberes y prohibiciones éticos regulados por 

la LEG, ya que la potestad sancionadora de la Administración Pública, es un poder que deriva 

del ordenamiento jurídico, encontrándose en la ley respectiva la delimitación de su ámbito de 

competencia. 

El principio de legalidad,"[ ... ] impone el actuar riguroso de la Administración conforme 

lo que estipule la ley en cuanto a la creación del catálogo predeterminado, claro y preciso de las 

infracciones penales y administrativas. Del mismo devienen dos principios que han adquirido 

La presente resolución en su versión original contiene datos personales y elementos de carácter confidencial. 
En ese contexto es oportuno proteger la esfera privada de sus titulares. En tal sentido, conforme a lo establecido 
en el artículo 30 de la Ley de Acceso a la Información Pública, se extiende la segunda versión pública en 
aplicación del criterio de la 21-20-RA-SCA del 16/11/2020.








